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YEISON MAURICIO COY ARENAS identificado con la C.C. No. 1.117.501.052 expedida en la
ciudad de Florencia – (Caquetá), Abogado titulado e inscrito portador de la  Tarjeta profesional Número
202.745 del Consejo Superior de la Judicatura, con dirección de notificación conforme el decreto 806 de
2020, en la calle 16A No. 6-100, oficina 206, Barrio siete de agosto de Florencia Caquetá, celular
3118479262, email coyarenas@hotmail.com actuando en mi calidad de apoderado judicial de la parte
demandante dentro del proceso del asunto en referencia y estando dentro del término legal, de manera
respetuosa me permito presentar Recurso de Reposición contra el Auto Interlocutorio No. 149 del 28 de
abril de 2022 conforme los siguientes fundamentos: 
 

OBJETO DEL RECURSO 
 

Que se Reponga el Auto Interlocutorio No. 149 del 28 de abril de 2022 mediante el cual se Corre
Traslado para Alegar en Conclusión y en su lugar se disponga la fijación de Audiencia Inicial donde se
Decretarán Pruebas y se obtendrá el fundamento probatorio para decidir en sentencia el fondo del asunto,
determinando si en realidad en el presente caso opero el fenómeno de la caducidad. 
 

MOTIVO DE CONFORMIDAD 
 

Mediante Auto Interlocutorio No. 149 del 28 de abril de 2022 se corre traslado para alegar, en
conclusión, informando que se dictará sentencia anticipada donde se estudiará el fenómeno de la
caducidad.  
 

FUNDAMENTOS 
 

En el presente caso, dadas las condiciones en las que ocurrió la Ejecución Extrajudicial del señor JOEL
ARIAS POSADA (Q.E.P.D), tenemos que el mismo encuadra dentro de los que la Doctrina, Normatividad
y jurisprudencia, tanto nacional como internacional han definido como delitos de Lesa Humanidad, razón
por la que no opera en forma alguna el fenómeno de la caducidad, tal y como de manera extensa y sin

ambigüedades lo ha definido el Honorable Consejo de Estado
[1]

. 
 

“… 
 
Como lo ha sostenido la Sala, la hipótesis de la sujeción del juzgamiento de las conductas constitutivas de
delitos de lesa humanidad que comprometan la responsabilidad del Estado a la regla general de caducidad
de los dos (2) años establecida en el artículo 136.8 del Código Contencioso Administrativo resulta
insuficiente y poco satisfactoria, sobre todo cuando se hace manifiesta la presencia de situaciones fácticas
que se enmarcan en hipótesis constitutivas de delitos que comprometen intereses y valores sustancialmente
diferentes a los simplemente individuales; intereses y valores vinculados materialmente a la suerte de la
humanidad misma, y que por lo tanto trascienden cualquier barrera del ordenamiento jurídico interno que
fundada en razones de seguridad jurídica pretenda establecer límites temporales para el juzgamiento de los
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mismos, sea en el ámbito de la responsabilidad penal o de cualquier otro, como el de la responsabilidad del
Estado. 
 
 Se hace preciso, pues, abordar el tema a partir de una hipótesis particular que tiene por fundamento el
derecho a una tutela judicial efectiva, en aplicación del artículo 229 constitucional en armonía con el
ordenamiento jurídico internacional [obligaciones convencionales consagradas en los artículos 1.1, 2 y 25
de la Convención Americana de Derechos Humanos, en el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra de
1949 y en sus Protocolos Adicionales] y con los compromisos internacionales del Estado colombiano, que
parten de la premisa de que las hipótesis de daño antijurídico acaecidos con ocasión de actos de lesa
humanidad no tienen caducidad de ninguna clase y su tratamiento procesal no puede hacerse con sujeción a
las reglas limitativas de la caducidad propias del ordenamiento jurídico interno de los países en cuanto
entrañan situaciones de interés para la humanidad, en relación con los cuales los argumentos de seguridad
jurídica deben ceder en aras de una adecuada ponderación a favor de esos interés superiores que los delitos
en mención involucran. 
 
Al respecto basta recordar que el artículo 93 constitucional, incisos primero y segundo determinan de
manera perentoria e imperativa que los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso,
que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen
en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en la Carta, se interpretarán de conformidad con
los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. A lo que cabe afirmar la
procedencia de la cláusula de convencionalidad en sus dos formas, material y formal. 
 
Así mismo, con base en los artículos 1.1, 2, 8.1 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos,
la regla de universalidad de las normas de derechos humanos y el principio del ius cogens del derecho
internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, determinan cualquier
estudio y  aplicación que deba hacerse de institutos procesales como el de caducidad de la acción cuando se
trata de demandar un daño antijurídico presuntamente ocasionado por un agente estatal, con su anuencia,
participación u omisión, conjuntamente o no con otros sujetos o actores violentos no estatales, como
pueden ser para el asunto en estudio. 
 
La Sala entiende que cuando se está en presencia de actos de lesa humanidad [configurados como crímenes
de lesa humanidad] como aquellos actos ominosos que niegan la existencia y vigencia imperativa de los
Derechos Humanos en la sociedad, al atentar contra la dignidad humana por medio de acciones que llevan a
la degradación de la condición de las personas, generando no sólo una afectación a quienes físicamente han
padecido tales actos, sino también agrediendo a la conciencia de toda la humanidad. 
 
Conforme a esta definición, dos son las características principales que se pueden destacar del acto de lesa
humanidad [a partir de su configuración como delito]: su autonomía frente a otros crímenes, especialmente
aquellos de guerra y su imprescriptibilidad en tanto que participa de la categoría de delito internacional. 
 
En cuanto a lo primero, valga señalar que, como se deja claro en las definiciones estatutarias del Tribunal
Penal Internacional para Ruanda, de la Corte Penal Internacional, e inclusive la propia jurisprudencia del
Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia –en contra de su Estatuto-, como crimen el delito
de lesa humanidad no requiere, para su configuración, que se ejecute dentro de un contexto de un conflicto
armado internacional o interno, basta, a diferencia del crimen de guerra, que se compruebe la configuración

de una modalidad específica de ejecución cual es en el marco de una actuación masiva o sistemática
[2]

 
 
En cuanto a la segunda característica, la imprescriptibilidad, debe señalarse que la Convención de las
Naciones Unidas sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa
humanidad de 1968 estableció en el artículo I que “Los crímenes siguientes son imprescriptibles, cualquiera

que sea la fecha en que se hayan cometido”
[3]

 enlistándose en el literal b) el delito de lesa humanidad,
conforme a la definición dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg. Esta tesis es
refrendada por amplia jurisprudencia sobre la materia, como la arriba citada, en donde se pone de presente

que dada la gravedad que comporta el delito de lesa humanidad, la acción penal no prescribe
[4]

 tal como se
expone con meridiana claridad en la sentencia proferida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos
en el caso Almonacid Arellano vs Chile, en donde el Tribunal consideró que la regla de la
imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, consagrada en la Convención de 1968, reviste la
connotación de ser una norma de ius cogens, de manera que aunque el estado chileno, demandado en el
caso, no había suscrito tal tratado, éste le resultaba aplicable, por ser disposición de derecho público
internacional inderogable por parte de los Estados. La Corte expuso lo anterior en los siguientes términos: 
 

“151. El Estado no podrá argüir ninguna ley ni disposición de derecho interno para eximirse de la
orden de la Corte de investigar y sancionar penalmente a los responsables de la muerte del señor
Almonacid Arellano. Chile no podrá volver a aplicar el Decreto Ley No. 2.191, por todas las
consideraciones dadas en la presente Sentencia, en especial las contenidas en el párrafo 145. Pero
además, el Estado no podrá argumentar prescripción, irretroactividad de la ley penal, ni el principio
ne bis in idem, así como cualquier excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de su deber
de investigar y sancionar a los responsables. 



 
152. En efecto, por constituir un crimen de lesa humanidad, el delito cometido en contra del señor
Almonacid Arellano, además de ser inamnistiable, es imprescriptible. Como se señaló en los
párrafos 105 y 106 de esta Sentencia, los crímenes de lesa humanidad van más allá de lo tolerable
por la comunidad internacional y ofenden a la humanidad toda. El daño que tales crímenes
ocasionan permanece vigente para la sociedad nacional y para la comunidad internacional, las que
exigen la investigación y el castigo de los responsables. En este sentido, la Convención sobre la

imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad
[5]

 claramente
afirmó que tales ilícitos internacionales “son imprescriptibles, cualquiera que sea la fecha en que se
hayan cometido”. 
 
153. Aún cuando Chile no ha ratificado dicha Convención, esta Corte 
considera que la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad surge como categoría de
norma de Derecho Internacional General (ius cogens), que no nace con tal Convención sino que está
reconocida en ella. Consecuentemente, Chile no puede dejar de cumplir esta norma imperativa”
[subrayado fuera de texto]. 
 

En consecuencia, pese a que no se haya ratificado la Convención sobre la imprescriptibilidad de estos
delitos internacionales, conforme al razonamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, es
claro que ello resulta intrascendente dado que por ser norma de ius cogens la misma está inmersa y presente
dentro del derecho internacional público consuetudinario y es de imperiosa observancia por parte de los

Estados, siendo nulo cualquier tratado internacional encaminado a desconocerla
[6]

 
[7]

 
 
De otra parte, la Sala advierte que la configuración de un delito de lesa humanidad no se agota simplemente
en la ocurrencia de alguna de las conductas puntualmente tipificadas como tal [v. gr. asesinato, tortura, etc.],
pues se trata de delitos comunes reconocidos de antaño por las disposiciones penales en el derecho interno,
sino que es exigencia sine qua non acreditar los elementos contextuales que cualifican y hacen que tal

crimen derive en uno de lesa humanidad
[8]

, a saber: que se ejecute (i) contra la población civil y (ii) en el
marco de un ataque generalizado o sistemático. 
 
Fundamentado lo anterior, la Sala pasa a abordar cómo la imprescriptibilidad de los actos de lesa
humanidad debe ser considerada al momento de establecer si opera o no la caducidad de la acción
contenciosa administrativa de reparación directa, cuando se demanda que por acción, omisión o inactividad
el Estado contribuyó a la producción de daños antijurídicos que se encuadran dentro de aquellos actos de
lesa humanidad. 
 
Sobre esto debe indicarse que el sustento normativo de la atemporalidad para juzgar conductas que se
enmarquen como constitutivas de lesa humanidad no es algo que se derive de un sector propio del
ordenamiento jurídico común como lo es el derecho penal, sino que, por el contrario, surge del corpus iuris
de derechos humanos, de la normativa internacional en materia de derechos humanos así como de la
doctrina y jurisprudencia de los tribunales nacionales e internacionales sobre la materia, como se ha visto;
de manera que el eje central del cual se deriva la imprescriptibilidad de la acción judicial en tratándose de
una conducta de lesa humanidad se sustenta en la afrenta que suponen dichos actos para la sociedad civil
contemporánea, razón por la cual, en virtud de un efecto de irradiación, las 
consecuencias de la categoría jurídica de lesa humanidad se expanden a las diversas ramas del
ordenamiento jurídico en donde sea menester aplicarla, esto es, surtirá efectos en los diversos ámbitos del
ordenamiento jurídico en donde surja como exigencia normativa abordar el concepto de lesa humanidad a
fin de satisfacer las pretensiones de justicia conforme al ordenamiento jurídico supranacional,
constitucional y legal interno; pues, guardar silencio, en virtud del argumento de la prescripción de la
acción, respecto de una posible responsabilidad del Estado en esta clase de actos que suponen una violación
flagrante y grave de Derechos Humanos equivaldría a desconocer la gravedad de los hechos objeto de
pronunciamiento –y sus nefastas consecuencias-. 
 
Puede sostenerse, sin duda alguna, que la ocurrencia de actos de lesa humanidad respecto de los cuales se
demande la responsabilidad del Estado exige comprender, siguiendo la precedente argumentación, que el
estudio de la caducidad de la acción de reparación directa no puede quedar limitada sólo al tenor literal del
artículo 136.8 del Código Contencioso Administrativo [Decreto 01 de 1984], sino que es esta norma es la
base para operar una debida y ponderada aplicación de tal fenómeno procesal. Se trata, pues, de la
afirmación del principio de integración normativa que implica la aplicación de normas de diferentes
ordenamientos como forma de colmar las lagunas, o vacíos normativos en los que nada se expresa acerca
de la caducidad de la mencionada acción cuando se trata de demandar la responsabilidad del Estado por
actos de lesa humanidad. 
 
En este orden de ideas, si hoy por hoy la premisa aceptada en punto de la responsabilidad penal de
individuos es la imprescriptibilidad por la ocurrencia de actos de lesa humanidad, admitiendo matizaciones
de garantías liberales clásicas en esta materia, no habrían mayores complicaciones para que en sede de la
jurisdicción contenciosa administrativa se predique similares consideraciones, dado que resultaría
paradójico que se atribuya responsabilidad penal a un individuo que ha actuado en su condición [o



prevalido de la misma] de agente del Estado y se guarde silencio respecto de la responsabilidad del Estado
por las mismas circunstancias, siendo posible que ese agente haya empleado recursos logísticos, técnicos y
humanos del Estado para llevar a cabo estos crímenes o, por el contrario, teniendo el deber normativo de
actuar a fin de evitar un resultado lesivo éste se abstuvo de ejecutar tal acción. 
 
Así pues, guardando coherencia con la anterior consideración cuando se demanda la responsabilidad del
Estado por daños antijurídicos derivados de actos de lesa humanidad, el principio de integración normativa
debe ser aplicado sistemáticamente con el principio de derecho internacional público del ius cogens para
concluir que en estos eventos la caducidad de la acción de reparación directa de manera única y excepcional
no operaría, o se producirían efectos similares a la imprescriptibilidad que se afirma de la acción penal. 
 
Debe sostenerse que se justifica un trato diferenciado en relación con el régimen ordinario de caducidad de

las acciones contencioso administrativas
[9]

, en razón al fundamento jurídico que sustenta la petición
indemnizatoria, pues no se persigue solamente la satisfacción de un interés particular de los demandantes,
sino que plantea también la protección del interés público y de los derechos de la humanidad, considerada
como un todo, pues esta clase de actos de lesa humanidad repudiables no sólo vulneran a quien padece
directamente tales actos sino que, en virtud de su perversión moral, representan una afrenta grave a toda la
sociedad civil organizada al cuestionar la vigencia imperativa de los Derechos Humanos y del concepto de

humanidad
[10]

, con independencia del contexto nacional al que pertenezcan los afectados directos,

disposiciones éstas que constituyen los cimientos estructurales de todo Estado de Derecho
[11]

, en virtud del
sustrato axiológico que le es inherente a todo ordenamiento jurídico contemporáneo. 
 
En otros términos, la filosofía en que se inspira la caducidad de las acciones contencioso administrativas
diseñada por el Código, es de una clara esencia individualista, esto quiere decir que el soporte para imponer
esta sanción es limitar el acceso a la administración de justicia al obrar negligencia o incuria de la parte
afectada o interesada en demandar la protección de sus derechos subjetivos, es decir, se sustenta la
caducidad en el ejercicio de acciones en las que se controvierten y pretenden proteger intereses
particulares. 
 
Por el contrario, no es de recibo este criterio tratándose de asuntos en los que la acción persigue la
satisfacción de intereses públicos intersubjetivamente relevantes para la humanidad, considerada como un
todo, siendo sustraída de esta sanción perentoria por el transcurso del tiempo, pues, en estos eventos, el
ejercicio de una acción dentro de un término específico debe ceder frente a principios o valores superiores
esenciales para la humanidad, al decir de Radbruch: “la seguridad jurídica no es el valor único ni decisivo,
que el derecho ha de realizar. Junto a la seguridad encontramos otros dos valores: conveniencia

(Zweckmässigkeit) y justicia
[12]

” 
 
Es en este último esquema conceptual en donde se inscribe el supuesto de la acción que persigue la
indemnización de perjuicios derivados de la comisión de crímenes de lesa humanidad dado el ámbito de
afectación que con estas conductas se causa, que trascienden a los expectativas, principios, valores y
derechos particulares, pues conforme a lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la
sentencia del caso Almonacid Arellano vs Chile, es claro que la imprescriptibilidad de los delitos de lesa
humanidad “cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido”, adoptada en el marco de la Convención
sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad, es una norma
de jus cogens tal como se expuso más arriba. 
 
Estas consideraciones sobre la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, se corresponde
plenamente con los principios y valores constitucionales establecidos por el constituyente en 1991, tanto en
el preámbulo en donde se expresa como fines “asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo,

la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz”, norma con eficacia jurídica
[13]

, así como en
el artículo 2° superior que establece que: 
 

“Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución;
facilitar la participación de todos en las decisiones que los afecten y la vida económica, política,
administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”. 
 

De estas disposiciones se derivan mandatos normativos dirigidos al Estado para que materialice los
principios y valores constitucionales que, en últimas, justifican la existencia del Estado colombiano, de
donde se resalta la prosecución de la justicia y la efectividad de los principios y derechos; así, se observa
que la regla de la imprescriptibilidad se aviene con esta normativa constitucional y, más aun, la misma es
necesaria para entender que en casos donde han ocurrido actos constitutivos de lesa humanidad se está
cristalizando la teleología constitucional, pues la impunidad de hechos de tal envergadura constituyen una
negación del Estado Social de Derecho; aunque se advierte que la obligación del Estado de juzgar tales
conductas no surge por la pertenencia a un determinado sistema político local o regional sino invocando la
universalidad de la protección de los Derechos Humanos, es decir, actuando como garante principal del



respeto y realización efectiva de los derechos de la humanidad dentro de su respectiva circunscripción

territorial
[14]

. 
En este orden de ideas, apelando al carácter de norma de jus cogens de la imprescriptibilidad de la acción
judicial cuando se investiguen actos de lesa humanidad, sin que sea posible oponer norma jurídica
convencional de derecho internacional de los Derechos Humanos, del Derecho Internacional Humanitario o
interno que la contraríe, la Sala admite, entonces, que en los eventos en que se pretenda atribuir como un
daño antijurídico indemnizable un hecho que se enmarca un supuesto de hecho configurativo de un acto de
lesa humanidad, previa satisfacción de los requisitos para su configuración, no opera el término de
caducidad de la acción de reparación directa, pues, se itera, existe una norma superior e inderogable
reconocida por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y refrendada en el contexto regional por
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que dispone expresamente que el paso del tiempo no genera
consecuencia negativa alguna para acudir a la jurisdicción a solicitar la reparación integral de los daños
generados por tales actos inhumanos. 
 

La Sala llega a esta conclusión, además, invocando el control de convencionalidad obligatorio
[15]

, el cual
se entiende como el juicio de revisión de la adecuación del ordenamiento interno a la luz de los postulados
convencionales, a cargo de los jueces ordinarios, a fin de velar por la regularidad y armonía de las normas
del derecho interno frente a las disposiciones de la Convención Americana de Derechos Humanos al
momento de su aplicación, acatando la interpretación que de las primeras ha efectuado la Corte
Interamericana; no es más que un instrumento para garantizar la efectividad de las disposiciones

convencionales en el marco de las decisiones judiciales ordinarias
[16]

 . Esto lleva a que adicional a las
normas internas que rigen el trámite de los procedimientos contenciosos administrativos, la Sala de Sección
precisa que al momento de su interpretación y aplicación el funcionario judicial no sólo debe remitirse a
ellas, sino que en su razonamiento debe acudir a las normas constitucionales y de orden
supraconstitucional, donde se enfatiza en la Convención Americana de Derechos Humanos y la doctrina
desarrollada a partir de ella por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
 
Lo anterior en razón a que ya es un lugar común sostener que el Juez Administrativo no es un mero ejecutor
formal de las normas legales sino que en razón al rol funcional que desempeña dentro del Estado Social de
Derecho, es su obligación, antes que nada, ser garante de la corrección constitucional en la interpretación y
aplicación de las normas legales, al igual que ejercer, ex oficio, el control de convencionalidad que se le
impone en razón a la fuerza vinculante de los tratados de Derechos Humanos y su doctrina. 
 
(…)” 
 
Teniendo en cuenta, todo lo mencionado con anterioridad, y relacionándolo con el caso del señor JOEL
ARIAS POSADA (QEPD), este se ajusta a los casos que ha tratado la Corte Interamericana de Derechos
humanos y esta ha condenado a los estados por violación de derechos humanos por ejecuciones
extrajudiciales. 
 
En razón de si se considera o no las ejecuciones extrajudiciales como crimen de lesa humanidad, tenemos
claro que si son consideradas de este tipo, en razón de, las definiciones estatutarias del Tribunal Penal
Internacional para Ruanda, de la Corte Penal Internacional, e inclusive la propia jurisprudencia del Tribunal
Penal Internacional para la antigua Yugoslavia –en contra de su Estatuto-, como crimen el delito de lesa
humanidad no requiere, para su configuración, que se ejecute dentro de un contexto de un conflicto armado
internacional o interno, basta, a diferencia del crimen de guerra, que se compruebe la configuración de una
modalidad específica de ejecución cual es en el marco de una actuación masiva o sistemática, y respecto de
la imprescriptibilidad, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ya se pronunció a través de la
sentencia respecto del caso de Almonacid Arellano vs. Chile, ya mencionada anteriormente en el
fundamento. 
 
En los anteriores términos dejo debidamente sustentado el Recurso de Reposición. 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Atentamente, 



 
 
 
 
YEISON MAURICIO COY ARENAS 
C.C. No. 1.117.501.052 de Florencia, Caquetá. 
T.P. 202.745 del C.S. de la Jud. 
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 Ver: En el caso colombiano auto de 27 de noviembre de 2009 proferido por la Sala Penal del Tribunal Superior de Distrito
Judicial de Bogotá; autos de 21 de septiembre de 2009 y 13 de mayo de 2010 proferidos por la Corte Suprema de Justicia, Sala
Penal exp. 32033. También en el caso de Argentina el fallo de 8 de marzo de 2005 en el caso Arancibia Clavel, en el Tribunal
Europeo de Derechos Humanos la decisión de 17 de enero de 2006 proferida en el caso Kolk y Kislyiy vs Estonia; entre otros. 
 
[5]

 Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 2391 (XXIII) de 26 
de noviembre de 1968. Entró en vigor el 11 de noviembre de 1970. 
[6]

 Convención de Viena. Artículo 53. Tratados que están en oposición con una norma imperativa de derecho internacional
general ("jus cogens"). Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración. esté en oposición con una norma
imperativa de derecho internacional general. Para los efectos de la presente Convención, una norma imperativa de derecho
internacional general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como
norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional
general que tenga el mismo carácter. 
 
[7]

 Puede verse en el ordenamiento jurídico colombiano: Corte Constitucional, Sentencia C620/2011 donde se dijo: “77. O
sea, que la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, frente al reclamo sobre la   prescripción de la acción de delitos
que representan graves violaciones de derechos humanos y en su caso delitos de lesa humanidad que se investigan, ha
estimado que  la misma no es predicable porque así lo imponen tanto la atrocidad de los actos y la afectación sobre las
víctimas y la humanidad misma, como los máximos niveles posibles de protección de que pueda disponer el Estado, el
legislador o en su defecto el juez de la causa. Consideraciones dentro de las que se incluyen no sólo el delito de genocidio que
aparece individualizado en dicho proceso, sino todos los delitos atroces y estimados como graves violaciones de derechos
humanos, dentro de los que se encuentra el de desaparición forzada”. Por su parte, la Sala Penal de la Corte Suprema de
Justicia en auto de 13 de mayo de 2010, dentro del caso César Pérez García, radicado: 33118. Ha dicho: “En conclusión, al
tratarse de uno de los Principios del Derecho Internacional y que debe ser ejecutado por todos los Estados, independientemente
de su adhesión o no al Convenio referido, es inadmisible predicar la operancia de la prescripción como mecanismo de
salvamento para detener, terminar o evitar el inicio de una investigación relacionada con la comisión de crímenes graves
contra los Derechos Humanos y la humanidad en sí, como es el caso del genocidio de lesa humanidad. Razón por la cual,
aunque el Estado Colombiano no ratificó el Tratado mencionado, ello no es óbice para reconocer que respecto de los delitos de
lesa humanidad -como el pluricitado genocidio- no opera la prescripción, esto es, deben ser investigables en cualquier
tiempo” 
 
[8]

 El TPIY ha sostenido al respecto: “271. La Sala de Primera Instancia reconoció correctamente que los delitos que no están
relacionados con ataques generalizados o sistemáticos contra una población civil no deben ser enjuiciados como crímenes
contra la humanidad. Crímenes de lesa humanidad son delitos de carácter especial a que un mayor grado de depravación moral
que atribuye a un delito común. Así, para condenar a un acusado de crímenes contra la humanidad, debe probarse que los
crímenes estaban relacionados con el ataque contra una población civil (que ocurre durante un conflicto armado) y que el
acusado sabía que sus crímenes eran tan relacionados entre sí” [subrayado fuera de texto]. Sentencia proferida por la Sala de
apelaciones del TPIY el 15 de julio de 1999, en [http://www.icty.org/x/cases/tadic/acjug/en/tad-aj990715e.pdf]. 
[9]

 Al respecto es valioso el comentario de Schmidt-Assmann en torno a considerar la cada vez más creciente vinculación del
derecho internacional dentro del derecho administrativo. “13. En el futuro también el Derecho Internacional incidirá con
mayor frecuencia en la actuación administrativa. La eficacia vinculante de las normas generales del Derecho Internacional, que
conforme al art 25 GG es fuente de derechos y obligaciones individuales, apenas si ha tenido relevancia práctica en muy
concretos ámbitos administrativos con trascendencia internacional, pero no en las tareas cotidianas de la mayoría de los
órganos administrativos […] En esta línea, el derecho internacional convencional irá aumentando progresivamente su
importancia como fuente de vinculación de la administración […] Por lo demás, allí donde los Tratados internacionales –
como, por ejemplo, CEDH- cuentan con instrumentos propios de protección, de los que puede resultar una interpretación
uniforme de los tratados, las Administraciones nacionales están sin duda vinculadas a aquella jurisprudencia.”. SCHMIDT-
ASSMANN, Eberhard. La teoría general del derecho administrativo como sistema. Madrid, Marcial Pons, 2003, p.59. 
 
[10]

 Sentencia de 29 de noviembre de 1996 TPIY caso Fiscal vs Erdemovic. “28. Los crímenes de lesa humanidad son serios
actos de violencia que dañan a los seres humanos al golpear lo más esencial para ellos: su vida, su libertad, su bienestar físico,



su salud y/o su dignidad. Son actos inhumanos que por extensión y gravedad van más allá de los límites de lo tolerable para la
comunidad internacional, lo que debe necesariamente exigir su castigo. Pero los crímenes de lesa humanidad también
trascienden al individuo, porque cuando el individuo es agredido, se ataca y se niega a la humanidad toda. Por eso lo que
caracteriza esencialmente al crimen de lesa humanidad es el concepto de la humanidad como víctima. 
 
[11]

 Al respecto Pérez Luño afirma: “c) El estado social de derecho implica también la superación del carácter negativo de los
derechos fundamentales que dejan, de este modo, de ser considerados como una autolimitación del poder soberano del Estado
para devenir (en) límites que el principio democrático de la soberanía popular impone a los órganos que de ella dependen. Por
tanto, el papel de los derechos fundamentales deja de ser meros límites del a actuación estatal para transformarse en
instrumentos jurídicos de control de su actividad positiva, que debe estar orientada a posibilitar la participación de los
individuos y los grupos en el ejercicio del poder. Lo que trae como consecuencia la necesidad de incluir en el sistema de los
derechos fundamentales no sólo las libertades clásicas, sino también a los derechos económicos, sociales y culturales como
categorías accionables y no como meros postulados programáticos.”. PEREZ LUÑO, Antonio.  
 
Derechos Humanos, Estado de Derecho y Constitución. Tecnos, Madrid. Cuarta edición, 1991. p. 227-228. Robert Alexy
anota: “La autonomía es el uso de la libertad. Que los derechos fundamentales aseguren tanto la autonomía privada como la
pública tiene un significado básico para la teoría del Estado democrático constitucional. Esto se realiza mediante una amplia
gama de derechos que abarca desde la libertad de opinión pasando por la libertad de reunión y la libertad de prensa, hasta el
derecho a elecciones generales, libres, iguales y secretas. De este modo se constituye una relación necesaria entre los derechos
fundamentales y la democracia” .  
 
ALEXY, Robert. “La institucionalización del a razón”, ob., cit., pp.239-240.  
 
[12]

 RADBRUCH, Gustav, Arbitrariedad legal y derecho supralegal, Abeledo-Perrot, 1962, p.36. Sobre la tesis de Radbruch
Alexy sostiene lo siguiente: “Si los mejores argumentos a favor de una prioridad estricta de la legalidad conforme al
ordenamiento y la eficacia social sobre la corrección material se pronunciasen, la famosa frase de Kelsen "[d]e ahí que
cualquier contenido que sea, puede ser derecho"30 sería correcta desde cualquier punto de vista. Con posterioridad a 1945
Radbruch adujo contra esto que el conflicto entre la justicia, esto es, la corrección material, y la seguridad jurídica podría
resolverse en principio a favor de la seguridad jurídica; esto, sin embargo, no resultaba válido sin restricción. La prioridad de
lo legal y lo eficaz sobre lo correcto llegaba a un límite cuando la contradicción entre una ley positiva con la justicia alcanzaba
una "medida insoportable. Esto puede reducirse a la breve fórmula: 
 
La extrema injusticia no es Derecho32. Lo específico de esta fórmula es que no exige un total ajustamiento del Derecho y la
moral. Admite el Derecho legal y eficaz incluso cuando es injusto. Simplemente se incorpora a través de ella un límite
máximo en el Derecho.”. ALEXY, Robert. “La institucionalización de la razón” En: Revista Persona y Derecho. Universidad
de Navarra. No. 43. 2000, pp.217-249 (especialmente págs. 235- 
236), en [http://dspace.unav.es/dspace/handle/10171/14155]. 
 
[13]

 Sobre el valor normativo del preámbulo la jurisprudencia constitucional ha sostenido: “Considera la Corte que la
preceptiva constitucional ha sido enderezada por el propio Constituyente a la realización de unos fines, al logro de unos
cometidos superiores ambicionados por la sociedad, que cabalmente son los que plasma el Preámbulo y que justifican la
creación y vigencia de las instituciones. Quitar eficacia jurídica al Preámbulo, llamado a guiar e iluminar el entendimiento de
los mandatos constitucionales para que coincida con la teleología que les da sentido y coherencia, equivale a convertir esos
valores en letra muerta, en vano propósito del Constituyente, toda vez que al desaparecer los cimientos del orden
constitucional se hace estéril la decisión política soberana a cuyo amparo se ha establecido la Constitución. Juzga la Corte
Constitucional que el Preámbulo goza de poder vinculante en cuanto sustento del orden que la Carta instaura y, por tanto, toda
norma -sea de índole legislativa o de otro nivel- que desconozca o quebrante cualquiera de los fines en él señalados, lesiona la
Constitución porque traiciona sus principios”. Corte Constitucional, Sentencia C-479 de 1992. 
[14]

 Como lo anota Yasemin Soysal. “En el periodo de posguerra el Estado-nación, como estructura de organización formal, se
desvincula cada vez más del locus de legitimidad, el cual se ha trasladado al nivel global trascendiendo las identidades y las
estructuras territorializadas. En este nuevo orden de la soberanía, el sistema principal asume la labor de definir las reglas y los
principios, otorgando a los Estados-nación la responsabilidad de garantizar su respeto y aplicación (Meyer, 1980, 1994). Los
Estados-nación siguen siendo los principales agentes de las funciones  públicas, aunque la naturaleza y los parámetros de estas
funciones son determinadas cada vez más en el nivel global.”. SOYSAL, Yasemin. Hacia un modelo de pertenencia
posnacional, en Ciudadanía Sin Nación. (Yasemin Soysal, Rainer Bauböck y Linda Bosniak) Siglo del hombre editores,
Universidad de los Andes, Pontificia Universidad Javeriana, Instituto Pensar. Bogotá, 
2010, pp.138-139. 
 
[15]

 9 Fundamentado en los artículos 8.1 “1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de
orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.” y 25 “1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por
personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 2. Los Estados Partes se comprometen: a) a garantizar que la
autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal
recurso; b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades
competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.” de la Convención Americana de Derechos
Humanos. 
 
[16]

 Esta doctrina surgió en los casos Almonacid Arellano vs Chile, sentencia de 26 de septiembre de 2006, en donde se dijo:
"La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a
aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional
como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les
obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes



contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. El Poder Judicial debe ejercer una especie de
"control de convencionalidad" entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la Convención
Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana." y
Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs Perú de 24 de noviembre de 2006, apuntándose en esta
decisión lo siguiente: "Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces
también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque el efecto útil de la Convención no se vea mermado o anulado
por la aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, objeto y fin. En otras palabras, los órganos del Poder Judicial deben
ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino también "de convencionalidad" ex officio entre las normas internas y la
Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes. Esta función no debe quedar limitada exclusivamente por las manifestaciones o   actos de los
accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros
presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones". 
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